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León, Guanajuato, a 12 doce de septiembre del año 2012, dos mil doce. .  . .   

V I S T O para resolver el expediente número 053/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo intentado por el ciudadano JOSE REFUGIO MARQUEZ LUNA, en contra de la Tesorera Municipal y del Oficial Calificador Licenciado Víctor Quiroga Mares, ambos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que el actor impugna la calificación de la infracción en la que el Oficial Calificador demandado le impuso una multa por la cantidad de ---, cuya la existencia se encuentra acreditada en autos de la presente causa administrativa, con el original de la Boleta de Control de fecha 31 treinta y uno de diciembre del año 2011, dos mil once, documento que forma parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-  Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Tesorera Municipal en su contestación aduce en lo esencial que no existe el acto impugnado, por no obrar en el sumario alguna declaración unilateral de su voluntad y solicita el sobreseimiento del proceso iniciado en su contra; por lo anterior, se aborda el estudio de la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; y, se determina que se ACTUALIZA dicha causal de improcedencia, en virtud de que en el Proceso Administrativo, conforme a lo señalado por el artículo 266, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, corresponde a la actora acreditar la existencia de los actos impugnados, pues tiene la carga procesal de acompañar a su demanda el documento en el que conste el acto impugnado y, es el caso, que en autos no se encuentra acreditado que la Tesorera Municipal haya emitido, ordenado, ejecutado o tratado de ejecutar algún acto relacionado con la calificación de la infracción. Lo anterior es así, toda vez que según lo señalado por el artículo 49 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, la Tesorera Municipal, no tiene facultades para calificar la infracción administrativa prevista en el artículo 35 del mismo Ordenamiento, pues esta facultad es exclusiva de los Oficiales Calificadores, amén de que el recibo que obra en autos no se encuentra suscrito por dicha autoridad, en consecuencia, de los documentos que obran en el sumario, se advierte que no se encuentra demostrada la existencia del algún acto emitido por esta autoridad fiscal; por tanto, se concluye que se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, resulta procedente sobreseer el proceso respecto a la Tesorera Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la Tesorera Municipal en su contestación aduce en lo esencial que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto impugnado fue legítima y expresamente consentido por el actor. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, toda vez que no existe ninguna manifestación de voluntad que entrañe el consentimiento expreso del acto impugnado, pues a pesar de que en el recibo oficial número ---, de fecha 31 treinta y uno de diciembre del año 2011, exhibido por la parte actora, se advierte que el impetrante realizó el pago de la sanción que se le impuso por la presunta comisión de la falta administrativa contemplada por el artículo 35, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, pero no por esto, el actor manifiesta su voluntad de estar conforme con los actos que está impugnando en este proceso; por consiguiente, con esta circunstancia no se tiene a la actora por consintiendo de manera expresa los actos combatidos, precisamente porque se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal y de haber estado de acuerdo con ellos no los estuviere refutando de ilegales. Por otra parte, la multa impugnada se levantó con fecha 31 treinta y uno de diciembre del año 2011, dos mil once, mientras que la demanda se presentó en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, el día 07 siete de febrero del año 2012, dos mil doce, por consiguiente, el actor tampoco consintió de manera tacita los actos combatidos, porque se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal de 30 treinta días hábiles previsto en el artículo 263, primer párrafo, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, la demanda se presentó el vigésimo quinto día hábil del plazo que le otorga dicho numeral para presentar el medio ordinario de defensa que nos ocupa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, de autos se advierte que no se actualiza ningún otra causal de las previstas en el citado artículo 261, por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que con las facultades que le confiere al Juzgador el artículo 302, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se hace valer de oficio, por ser una cuestión de orden público, la falta de fundamentación de la competencia del Oficial Calificador demandado para calificar la infracción imputada al actor, ya que en la Boleta de Control de fecha 31 treinta y uno de diciembre del año 2011, dos mil once, omitió precisar el artículo y el Ordenamiento Legal que le concede atribuciones para calificar la infracción; en consecuencia, se procede al estudio del Reglamento de Tránsito Municipal para el Municipio de León, Guanajuato, a efecto de determinar si el Oficial Calificador demandado cuenta o no con atribuciones para imponer la sanción que aplicó en la Boleta de Control impugnada y si esta facultad se encuentra fundada en derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, es cierto que en autos se encuentra acreditada la existencia de la calificación de la infracción, acto a través del cual el Oficial Calificador determinó la comisión de la falta administrativa prevista en el artículo 35 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, por conducir un vehículo en estado de ebriedad y le impuso la multa combatida; y, realizando un minucioso análisis de documento denominado Boleta de Control de fecha 31 treinta y uno de diciembre del año 2011, dos mil once, aportado por el Oficial Calificador demandado, se advierte que no se funda ni motiva su competencia. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, la competencia no se presume, sino que la referida autoridad demandada al imponer la sanción combatida en la calificación de la infracción, se encuentra constreñida a fundar en derecho su competencia; entendiéndose por esto, que tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico y cuando este tenga fracciones, incisos o párrafos, debe indicar la fracción, el inciso o el párrafo, que le concede la atribución para calificar la infracción e imponer la sanción impugnada. Sin embargo, es el caso que, en la Boleta de Control a través de la cual se califica y se le impone al justiciable la sanción administrativa, no se menciona el fundamento de su competencia, toda vez que deja de expresar los artículos 49 del Reglamento de Transito Municipal para el Municipio de León, Guanajuato; 101, fracción I, del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato; los que establecen: Artículo 49: “La Dirección General de Tránsito Municipal y la Tesorería Municipal, indistintamente, calificarán las infracciones contenidas en el presente reglamento; salvo en el supuesto a que se refieren los artículos 8 fracción XIII y 35 de este ordenamiento, que lo hará la Dirección de Oficiales Calificadores.”; y, Artículo 101: “La Dirección de Árbitros Calificadores, tiene las siguientes atribuciones: I.- Calificar e imponer a través de los árbitros calificadores las sanciones correspondientes a los infractores del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, así como la contemplada en el artículo 133-A del Reglamento de Tránsito Municipal;”. . 
Estos numerales relacionados entre sí son los que conceden las facultades al Oficial Calificador demandado para imponer la sanción administrativa tildada de ilegal, por ende, con esta omisión, se deja en estado de indefensión al ciudadano José Refugio Márquez Luna, pues no está en aptitud de examinar si la situación de la autoridad demandada se encuentra dentro del ámbito de la competencia que le concede el Ordenamiento Legal que regula la materia de tránsito, esto es, si el Oficial Calificador tiene o no facultades para calificar la infracción administrativa imputada al actor e imponer la multa que nos ocupa, fundamento que es indispensable, para que en su caso, el impetrante esté en condiciones de impugnar el acto por la incompetencia. Respecto a la falta de cita del fundamento de la competencia de la autoridad demandada, resulta ilustrativo el criterio sustentado en Jurisprudencia por contradicción de tesis, por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el rubro siguiente: “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.” Jurisprudencia Materia(s): Administrativa; No. Registro: 188,432; Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XIV, Noviembre de 2001; Tesis: 2a./J. 57/2001; visible a Página: 31. Contradicción de tesis 94/2000-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Primer y Cuarto Tribunales Colegiados en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 26 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. Tesis de jurisprudencia 57/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta y uno de octubre de dos mil uno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . 

Siendo lo anterior así, existe un acto administrativo que carece de un elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que no se dio a conocer el fundamento de la competencia del Oficial Calificador demandado para calificar la infracción; en consecuencia, la determinación de la comisión de la infracción por parte del actor y la imposición de la multa al ciudadano José Refugio Márquez Luna, en la Boleta de Control, de fecha 31 treinta y uno de diciembre del año 2011, dos mil once, resulta ilegal y afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica del justiciable, violándose en su perjuicio el citado artículo 137, fracción VI y el 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; por tal virtud, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad total de la calificación de la infracción que consta en la Boleta de Control de fecha 31 treinta y uno de diciembre del año 2011, dos mil once, en la que se determinó la comisión de la infracción imputada al justiciable y se le impuso la sanción, así como el recibo número ---, de la misma fecha, por ser un acto consecuente, por tanto, con fundamento en el artículo 300, fracción VI, de este último Ordenamiento Legal, se condena al Oficial Calificador a que realice los trámites necesarios ante la Tesorería Municipal, para que al actor, se le haga la devolución de la cantidad de ---, pagada por concepto de la multa que nos ocupa, lo anterior dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado de forma inmediata la entrega de dicha cantidad al actor. Respecto a la nulidad declarada resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Materia: Fiscal (ADM). Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001).Tomo III, Administrativa. Tesis 42. Página 72. “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.- Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y VI, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la calificación de la infracción que consta en la Boleta de Control, de fecha 31 treinta y uno de diciembre del año 2011, dos mil once, en la cual se determino la comisión de la infracción imputada al actor y se le impuso una multa por cantidad de ---, así como de su acto consecuente como lo es el recibo número ---, expedido en la misma fecha y por la misma cantidad, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se condena al Oficial Calificador Víctor Quiroga Mares a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal, para que al actor, se le haga la devolución de la cantidad de ---, pagada por concepto de la multa, lo anterior dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado de forma inmediata la entrega realizada al actor de dicha cantidad; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . .  . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

